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en determinados casos que concurra la postulación pro-
cesal para que se produzca la actividad jurisdiccional», 
puede derivar de esto, en ocasiones, una vulneración del 
«art. 24.1 CE. Ocurre de tal forma cuando el órgano judi-
cial, por acción u omisión, cierra a una persona la posibi-
lidad de suplir, por los medios que el ordenamiento jurí-
dico facilita, su falta de postulación procesal, ya que no 
sólo se limita, sino que se hace imposible, la plena satis-
facción del derecho a la tutela judicial efectiva (FJ 1)» (STC 
221/2000, de 18 de septiembre, FJ 2).

b) «Es cierto que las formas y los requisitos procesales 
cumplen un papel de capital importancia para la ordenación 
del proceso, pero no toda irregularidad formal puede con-
vertirse en un obstáculo insalvable para su prosecución 
(STC 118/1987, de 8 de julio, FJ 2)» y así, más concretamente, 
venimos declarando que «tanto la presencia del Procurador 
como la del Letrado son requisitos de cumplimiento subsa-
nable y sólo cuando no hayan sido subsanados tras haberse 
dado a la parte oportunidad para ello podrán servir como 
motivos de inadmisibilidad sin lesionar el derecho a la tutela 
judicial efectiva (SSTC 133/1991, de 17 de junio, FJ 2, ratifi-
cando una línea jurisprudencial)» (STC 221/2000, de 18 de 
septiembre, FFJJ 2 y 3).

3. Para la aplicación de esta doctrina hemos de exa-
minar si el órgano judicial, al declarar desierto el recurso 
de queja del solicitante de amparo, ha producido una 
lesión en su derecho a la tutela judicial efectiva en la ver-
tiente de derecho al acceso a los recursos legalmente 
establecidos.

Alega el demandante de amparo que «nunca se lo 
notificó la denegación de asistencia jurídica, concreta-
mente de Procurador de oficio, por lo que nunca pudo 
interponer recurso de queja contra el Auto denegatorio» 
de la preparación de la casación. Y, efectivamente, así es.

Tal como se ha señalado con detalle en los anteceden-
tes, el demandante, con la indicación de que se encontraba 
«gozando del beneficio legal de justicia gratuita» y de que ya 
contaba con Letrado, solicitó el nombramiento de Procura-
dor del turno de oficio, lo que dio lugar a que la Sala de lo 
Civil del Tribunal Supremo se dirigiera al Colegio de Aboga-
dos de Madrid, con cita de los arts. «9 y siguientes del 
Decreto 2103/96» a fin de que «se procediera a practicar los 
trámites que en el mismo se indican, participándose a esta 
Sala las designaciones que en su caso se efectúen de Abo-
gado y Procurador del turno de oficio» y como el citado 
Colegio acordó «el archivo de la petición realizada por no 
cumplir la solicitud los requisitos establecidos por el art. 13 
de la Ley 1/96 y no ser posible su subsanación de conformi-
dad con el art. 14 de la misma», la mencionada Sala, en el 
Auto aquí impugnado, declaró desierto el recurso de queja 
presentado por el recurrente.

Dejando a un lado las cuestiones relativas a la apli-
cabilidad de los arts. 7.2 y 3 y 27, párrafo primero, de la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gra-
tuita –el demandante tenía reconocido el derecho a ésta 
y contaba con Letrado– lo cierto es que ni la Sala le 
comunicó la decisión del Colegio de archivar su solici-
tud, ni consta en los autos notificación practicada por 
éste ni tampoco dato alguno que permita pensar que el 
demandante tuviera conocimiento de tal archivo, lo que 
le hubiera permitido reaccionar adecuadamente para 
cumplir el necesario requisito de la postulación proce-
sal. Así pues «resulta razonable que el ahora quejoso 
confiara en una respuesta a dicha solicitud que le per-
mitiera la formalización del recurso mediante Procura-
dor de oficio, o bien, en caso de su denegación, por uno 
de su libre designación, expectativa que vio frustrada 
porque la única respuesta de la Sala del Tribunal 
Supremo fue la declaración de desierto aplicada al 
recurso por haber» (STC 221/2000, de 18 de septiem-
bre, FJ 3) sido archivada su petición de nombramiento 
de Procurador de oficio.

Hay que concluir, pues, que el Auto impugnado, dic-
tado sin la previa notificación de la respuesta dada a la 
solicitud indicada, vulneró el derecho del demandante a la 
tutela judicial efectiva desde la perspectiva del derecho 
de acceso a los recursos legalmente establecidos, por 
cuanto el órgano judicial, en este caso por omisión, privó 
al recurrente de la oportunidad de suplir, por los medios 
que el ordenamiento jurídico facilita, su falta de postula-
ción procesal, de forma que no sólo se limitó, sino que se 
hizo imposible la plena satisfacción del derecho a la tutela 
judicial efectiva (vid. las SSTC 115/1984, de 3 de diciem-
bre, FJ 1; 63/1985, de 10 de mayo, FJ 1; 37/1991, de 14 de 
febrero, FJ 4; 131/1991, de 17 de junio, FJ 2, y las más 
recientes 221/2000, de 18 de septiembre, FJ 2, y 130/2003, 
de 30 de junio, FJ 2), por lo que, en definitiva, será proce-
dente el pronunciamiento estimatorio del amparo pre-
visto en el art. 53 a) LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Ardila 
Moreno y, en su virtud:

1.º Reconocer al recurrente su derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad del Auto de 27 de abril de 2000 
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, dictado en el 
recurso núm. 4744/99.

3.º Retrotraer las actuaciones judiciales al momento 
inmediatamente anterior al pronunciamiento de dicho Auto, 
a fin de que se notifique al recurrente el Acuerdo del Colegio 
de Abogados de Madrid de 14 de enero de 2000, archivando 
su petición de nombramiento de Procurador de oficio, para 
que pueda proceder al cumplimiento del requisito de la pos-
tulación procesal en su recurso de queja.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de abril de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 8263 Sala Primera. Sentencia 85/2005, de 18 de abril 
de 2005. Recurso de amparo 3477-2000. Pro-
movido por don Marcial Aranaz Rodríguez 
frente a Sentencia y Auto de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Canarias que inadmitió su de-
manda contra el Instituto de la Vivienda de las 
Fuerzas Armadas por daños y perjuicios.
Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de 
recurso contencioso-administrativo por extem-
poráneo que incurre en error patente, por con-
fundir la fecha del escrito de interposición y el 
de formulación; incidente de nulidad de actua-
ciones.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
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denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3477-2000, promovido 
por don Marcial Aranaz Rodríguez, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Carlos Navarro Gutié-
rrez y asistido por el Abogado don Rafael Casas Herranz, 
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 11 
de febrero de 2000 y contra el Auto del mismo órgano 
judicial de 12 de mayo de ese mismo año, por el que se 
desestima el incidente de nulidad de actuaciones inter-
puesto contra la referida Sentencia. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal. Ha comparecido el Abogado del Estado. 
Ha sido Ponente don Roberto García-Calvo y Montiel, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 15 de 
junio de 2000 don Carlos Navarro Gutiérrez, Procurador 
de los Tribunales, en representación de don Marcial Ara-
naz Rodríguez, interpuso recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales a las que se hace referencia en el 
encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El ahora recurrente en amparo formuló una recla-
mación por responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción al Director General Gerente del Instituto de la 
Vivienda de las Fuerzas Armadas por los daños y perjui-
cios que padeció como consecuencia de un accidente que 
sufrió al resbalar por la escalera de un inmueble de pro-
piedad del referido Instituto.

b) Por Resolución del Director General Gerente del 
Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas de 15 de 
enero de 1998, notificada al ahora recurrente el 23 de abril 
de 1998, se desestimó la reclamación.

c) Contra esta resolución se interpuso recurso con-
tencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias. El recurso fue inadmitido por Sentencia de 11 de 
febrero de 2000 al apreciar la Sala que era extemporáneo 
[art. 69 e) Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-
administrativa, LJCA, en relación con el art. 46 de la 
misma Ley]. Según se afirma en esta Sentencia, la resolu-
ción impugnada fue notificada el 23 de abril de 1998 y el 
recurso se interpuso el 9 de septiembre de 1998. Conviene 
señalar que el Abogado del Estado, en su escrito de con-
testación a la demanda, solicitó la inadmisión del recurso 
por este motivo.

d) Contra esta Sentencia se interpuso incidente de 
nulidad de actuaciones aduciendo que la Sala había incu-
rrido en un error patente causante de indefensión, ya que 
el recurso contencioso-administrativo no se interpuso el 9 
de septiembre de 1998, como se sostiene en la Sentencia, 
sino el 15 de junio de 1998, lo que conlleva que el recurso 
se interpusiera dentro del plazo de dos meses legalmente 
previsto.

e) Por Auto de 12 de mayo de 2000 la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo acordó desestimar la solicitud de 
nulidad de actuaciones al apreciar que, al margen de la 
legalidad del pronunciamiento por el que se apreció que 
el recurso era extemporáneo, no se le causó indefensión 

al recurrente, ya que esta causa de inadmisibilidad fue 
alegada por el Abogado del Estado y el recurrente, en su 
escrito de conclusiones, no se opuso a ello, por lo que la 
declaración de inadmisibilidad del recurso por este 
motivo no le causó indefensión.

f) Contra estas resoluciones se interpone recurso de 
amparo.

3. Aduce el recurrente que la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo ha incurrido en un error patente al 
apreciar que el recurso era extemporáneo y acordar la 
inadmisión del recurso por este motivo. Por ello entiende 
que la Sentencia impugnada al incurrir en este error y el 
Auto por el que se desestima la nulidad de actuaciones, 
al no corregirlo, vulneran el derecho que consagra el 
art. 24.1 CE. En la demanda de amparo se sostiene que el 
órgano judicial, por error, consideró que el recurso se 
había interpuesto el 9 de septiembre de 1998 –fecha en la 
que recayó la providencia en la que se tuvo por inter-
puesto el recurso–, en lugar del 15 de junio de ese mismo 
año, que es cuando se presentó el escrito de interposi-
ción, tal y como consta, de forma manuscrita, en este 
escrito. También sostiene que si no se opuso en el escrito 
de conclusiones a la inadmisibilidad del recurso solici-
tada por el Abogado del Estado en su escrito de contesta-
ción a la demanda fue porque consideró que si la Sala no 
había apreciado de oficio la extemporaneidad del 
recurso, una vez reclamado y examinado el expediente, 
que según sostiene el recurrente es cuando procede 
apreciar esta causa de inadmisibilidad (invoca en su 
apoyo los arts. 62 y 67 LJCA de 1956), no era necesario 
alegar nada sobre esta cuestión en el trámite de conclu-
siones.

4. Por providencia de la Sección Primera de este Tri-
bunal de 12 de febrero de 2001 se acordó admitir a trámite 
el recurso de amparo. También se acordó, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atentamente a la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Canarias para que en el plazo de diez 
días remitiera testimonio del recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1458/98 y para que en ese tiempo empla-
zara a quienes fueron parte en el referido procedimiento, 
con excepción del recurrente en amparo, para que tam-
bién en un plazo de diez días pudieran comparecer en 
este proceso constitucional.

5. Por escrito registrado en este Tribunal el 16 de 
Febrero de 2001 se personó en este recurso de amparo el 
Abogado del Estado.

6. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de este Tribunal de 12 de junio 
de 2001 se acordó tener por personado al Abogado del 
Estado en nombre y representación de la Administración 
General del Estado y, en virtud de lo dispuesto en el art. 52 
LOTC, dar vista de todas las actuaciones del presente 
recurso de amparo al Ministerio Fiscal y a las partes per-
sonadas por un plazo común de veinte días para que den-
tro del referido plazo, si lo estiman conveniente, formulen 
alegaciones.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 6 de julio 
de 2001 el recurrente en amparo formuló alegaciones. 
Aduce el recurrente que las actuaciones remitidas por la 
Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias con-
firman la relación de hechos expuesta en su recurso de 
amparo y ponen de manifiesto que el recurso conten-
cioso-administrativo se interpuso el 15 de junio de 1998 y 
no como apreció la Sala en la Sentencia por la que declaró 
la inadmisibilidad del recurso el 9 de septiembre de ese 
mismo año, remitiéndose a las alegaciones formuladas 
en la demanda de amparo.
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8. El 5 de julio de 2001 tuvo su entrada en el Regis-
tro de este Tribunal el escrito de alegaciones formulado 
por el Abogado del Estado. En relación con el incidente 
de nulidad de actuaciones suscitado el representante de 
la Administración alega, en primer lugar, que este cauce 
procesal constituye un mecanismo excepcional que, a 
tener de lo dispuesto en el art. 240 LOPJ (en la redacción 
entonces vigente), sólo procede en el caso de defectos 
de forma causantes de indefensión e incongruencia. De 
ahí que, al aducirse a través del mismo un error patente, 
defecto que, a su juicio, no puede considerarse de carác-
ter formal al no haber existido ninguna irregularidad 
procedimental, el incidente de nulidad de actuaciones 
planteado no constituía un instrumento procesal ade-
cuado para la corrección de la Sentencia. También señala 
en relación con el error patente que a través del referido 
incidente se denuncia, que para poder apreciarlo es pre-
ciso que no pueda ser imputado al perjudicado por 
haber empleado éste la diligencia procesal mínimamente 
exigible mediante la utilización adecuada de los recur-
sos o instrumentos procesales puestos a su disposición 
para evitar o corregir el error. Según sostiene el Abo-
gado del Estado, en el caso que se plantea en este 
recurso de amparo no medió esta diligencia, pues el 
demandante dejó de utilizar el trámite conclusorio, tra-
mite concebido por el legislador para dar respuesta a las 
causas de inadmisibilidad opuestas en la contestación. 
También señala que este Tribunal ha declarado reitera-
das veces que no puede alegarse indefensión cuando 
ésta tiene su origen en la inactividad o falta de diligencia 
de la parte y, entre otras, cita la STC 168/2000 en la que 
se sostiene que el concepto de indefensión con relevan-
cia constitucional es de carácter material y no formal de 
modo que no podrá alegarse en esta sede si, aun exis-
tiendo una omisión judicial lesiva del derecho funda-
mental, no se ha observado frente a aquella, en el curso 
de las diferentes fases procesales, la debida conducta 
diligente con miras a propiciar su rectificación»; doctrina 
que, a juicio del Abogado del Estado es aplicable a este 
caso y por ello considera que, como sostuvo el Auto por 
el que resolvió el incidente de nulidad de actuaciones, 
en este caso no puede apreciarse que haya existido 
indefensión.

9. El Fiscal presentó su escrito de alegaciones el 12 
de julio de 2001. Aduce, por una parte, que el recurso de 
amparo podría ser extemporáneo, ya que, en su opinión, 
se ha alargado indebidamente la vía procesal previa al 
recurso de amparo mediante la interposición de un inci-
dente de nulidad de actuaciones, ya que a través de este 
cauce procesal sólo pueden aducirse defectos de forma 
causantes de indefensión e incongruencia y el incidente 
se fundamentó en la existencia de un error patente. No 
obstante, señala también que, dada la flexibilidad con la 
que este Tribunal aprecia la concurrencia de los requisitos 
procesales podría entenderse que, aunque el incidente de 
nulidad de actuaciones es improcedente, esta improce-
dencia no es manifiesta, ya que ante la constatación del 
error fáctico, y teniendo en cuenta que en ningún 
momento del proceso previo a la Sentencia el órgano 
judicial suscitó cuestión alguna en relación con la extem-
poraneidad posteriormente apreciada en la Sentencia, 
está podría ser una vía que permitiera corregir el error en 
que, según el recurrente incurrió, la Sala.

Alega también el Fiscal, que en el supuesto de que 
este Tribunal no apreciara la causa de inadmisión seña-
lada, aunque el órgano judicial parece que ha incurrido en 
un error al apreciar la fecha en la que había sido inter-
puesto el recurso contencioso-administrativo que le ha 
llevado a declarar la inadmisibilidad del recurso por con-
siderarlo que era extemporáneo, este error no puede, a su 
juicio, considerarse lesivo del derecho que consagra el 
art. 24.1 CE, ya que no ha causado una efectiva indefen-

sión al recurrente. El Fiscal considera que el actor dispuso 
de mecanismos procesales suficientes para articular su 
defensa contra una eventual y posterior apreciación erró-
nea de la fecha de interposición de su recurso por parte 
del Tribunal y la subsiguiente inadmisibilidad del mismo 
y, sin embargo, no los utilizó. Por todo ello entiende que, 
como en este supuesto la causa de inadmisibilidad no fue 
introducida ex novo por la Sentencia, sino que fue invo-
cada por el Abogado del Estado en su escrito de contesta-
ción de la demanda, y el recurrente, aunque tuvo la opor-
tunidad de oponerse a la misma no lo hizo, la indefensión 
que se invoca ante este Tribunal no fue imputable exclusi-
vamente a la Sala de lo Contencioso-administrativo de 
Canarias, sino que, también, se debió a la propia pasivi-
dad del demandante de amparo que, pudiendo hacerlo, 
no desplegó todos los medios de defensa de que disponía 
en el proceso.

Por todo ello el Fiscal interesa que se dicte sentencia 
denegando el amparo solicitado.

10. Por providencia de 31 de marzo de 2005 se señaló 
para la deliberación y fallo de la presente sentencia el 
día 4 de abril de dicho año, en que comenzó dicho trámite 
finalizando en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que se plantea en el presente recurso 
de amparo consiste en determinar si la Sala, al apreciar la 
extemporaneidad del recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por el recurrente y acordar por este motivo su 
inadmisión, ha incurrido en un error lesivo del derecho 
que consagra el art. 24.1 CE.

Como se ha indicado en los antecedentes de esta 
Sentencia, tanto el Fiscal como el Abogado del Estado 
entienden que, en este supuesto, aunque el órgano judi-
cial incurrió en un error, pues consideró que el recurso 
contencioso-administrativo se había interpuesto el 9 de 
septiembre de 1998 cuando en realidad se interpuso el 15 
de junio de este mismo año y este error determinó que la 
Sala apreciara en Sentencia la inadmisibilidad del recurso 
por extemporáneo, el error cometido carece de relevan-
cia constitucional, pues consideran que, dadas las cir-
cunstancias de este caso, el recurrente no actuó con la 
diligencia debida al no haber utilizado los instrumentos 
procesales de que disponía para evitar que la Sala incu-
rriese en el error que finalmente cometió. Según sostie-
nen el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado, al no 
haber apreciado la Sala de oficio la extemporaneidad del 
recurso, pues fue solicitada por el Abogado del Estado en 
el escrito de contestación a la demanda, el recurrente 
pudo haber puesto de manifiesto en el trámite de conclu-
siones que no concurría la causa de inadmisibilidad invo-
cada por la parte demandada al haber incurrido el Abo-
gado del Estado en un error al apreciar la fecha de 
interposición del recurso. El recurrente entiende, por el 
contrario, que no incurrió en falta de diligencia, pues, al 
no haber apreciado la Sala de oficio esta causa de 
inadmisión tras recibir y examinar el expediente –que, a 
su juicio, era el momento procesal para apreciar, en su 
caso, esta causa de inadmisión–, consideró innecesario 
efectuar alegación alguna sobre este particular en el trá-
mite de conclusiones.

2. El Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado, en 
sus escritos de alegaciones, han aducido que la demanda 
de amparo podría ser extemporánea por alargar indebi-
damente la vía judicial previa al recurso de amparo 
mediante la interposición de un incidente de nulidad de 
actuaciones que podría considerarse manifiestamente 
improcedente. De ahí que la primera cuestión que debe 
examinarse es si concurre esta causa de inadmisibilidad, 
pues sólo en el supuesto de que se considere que no 
existe este óbice procesal procede entrar a analizar la 
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cuestión de fondo planteada en el presente recurso de 
amparo.

Es doctrina constitucional reiterada que la utilización 
de recursos o remedios procesales manifiestamente 
improcedentes contra una resolución judicial firme no 
suspende el plazo de veinte días para recurrir en amparo 
(art. 44.2 LOTC), que es un plazo de caducidad, improrro-
gable y, por consiguiente, de inexorable cumplimiento, 
que no consiente prolongación artificial ni puede quedar 
al arbitrio de las partes. Sin embargo, también hemos 
declarado reiteradamente que la armonización de las exi-
gencias del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) y 
el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) condu-
cen a una aplicación restrictiva del concepto de recurso 
manifiestamente improcedente limitándolo a los casos en 
que tal improcedencia derive de manera terminante, clara 
e inequívoca del propio texto legal, sin dudas que hayan 
de resolverse con criterios interpretativos de alguna difi-
cultad (entre otras muchas SSTC 69/2003, de 9 de abril, 
FJ 11; 20/2004, de 23 de febrero, FJ 3), pues el respeto 
debido al derecho de la parte a utilizar cuantos recursos 
considere útiles para la defensa de sus intereses impide 
que se abstenga de emplear aquéllos cuya improcedencia 
sea razonablemente dudosa y, en consecuencia, que 
asuma el riesgo de incurrir en una falta de agotamiento 
de la vía judicial previa (por todas, STC 131/2004, de 19 de 
julio, FJ 2). De ahí que este Tribunal haya sostenido que un 
recurso de amparo sólo puede tenido por extemporáneo 
cuando la parte haya hecho uso de un recurso judicial 
improcedente, y cuando, además, esta improcedencia sea 
manifiesta, ya que la razón de la extemporaneidad no está 
tanto ni solamente en el dato objetivo de la improceden-
cia del recurso judicial empleado, como en el hecho de 
que con su utilización se evidencie una prolongación 
indebida de la vía judicial ordinaria (SSTC 210/1998, de 27 
de octubre, FJ 2; 132/1999, de 15 de julio, FJ 2; 131/2004, 
de 19 de julio, FJ 2).

La aplicación de esta doctrina al presente caso nos 
lleva a concluir que en este supuesto la interposición del 
incidente de nulidad de actuaciones no puede conside-
rarse como un recurso manifiestamente improcedente 
cuya interposición conlleve un alargamiento indebido de 
la vía judicial previa al recurso de amparo. Debe tenerse 
en cuenta que el recurrente fundamentó su pretensión en 
la indefensión que la Sentencia, al apreciar erróneamente 
la extemporaneidad del recurso, le había ocasionado; 
pretensión que fue resuelta por la Sala denegando la nuli-
dad solicitada por entender que, como la referida causa 
de inadmisibilidad fue alegada por el Abogado del Estado 
en su escrito de contestación a la demanda, el actor tuvo 
la oportunidad de oponerse a ella en el escrito de conclu-
siones y a pesar de ello no lo hizo, lo que llevó a la Sala a 
desestimar la solicitud de nulidad de actuaciones formu-
lada por entender que la declaración de inadmisibilidad 
efectuada por la Sentencia «al margen de su legalidad 
intrínseca» no había ocasionado indefensión al recu-
rrente. De ahí que, dados los términos en los que el actor 
fundamentó su solicitud de nulidad de actuaciones, en 
este caso no puede considerarse que este cauce procesal 
fuera improcedente de forma indubitada –la Sala, como 
se ha indicado, entró a conocer del fondo de la cuestión 
planteada–, lo que nos impide apreciar que la interposi-
ción del incidente de nulidad de actuaciones constituya 
un alargamiento indebido de la vía judicial previa al 
recurso de amparo que determine la extemporaneidad de 
este recurso.

3. Como se ha indicado, la cuestión de fondo plan-
teada en este recurso de amparo consiste en determinar 
si el órgano judicial, al inadmitir el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por el ahora recurrente por 
considerar que era extemporáneo, ha incurrido en un 

error patente que lesione el derecho consagrado en el 
art. 24.1 CE.

De acuerdo con la doctrina constitucional (por todas 
STC 201/2004, de 15 de noviembre, FJ 3), los errores en los 
que incurren los órganos judiciales sobre los presupues-
tos fácticos que les han servido para resolver los asuntos 
sometidos a su consideración pueden ocasionar una vul-
neración del derecho que consagra el art. 24.1 CE, ya que, 
como reiteradamente ha sostenido este Tribunal, de este 
derecho fundamental se deriva el derecho a obtener una 
resolución fundada en Derecho, lo que, a su vez exige, no 
sólo que las resoluciones judiciales se encuentren moti-
vadas, sino además que la argumentación en la que se 
fundamentan no constituyan una aplicación arbitraria ni 
irrazonable de la legalidad ni incurran tampoco en errores 
patentes, pues de otro modo la aplicación de la legalidad 
sería tan sólo una mera apariencia.

De ahí que para poder apreciar que una resolución 
judicial vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva 
por haber incurrido en un error, de acuerdo con la doc-
trina de este Tribunal (por todas la ya citada STC 
201/2004), es preciso, en primer lugar, que el órgano 
judicial incurra en un error fáctico que sea verificable 
de forma clara e incontrovertible a partir de las actua-
ciones judiciales, pues, de otro modo, el error no podría 
considerarse patente; en segundo lugar, el error debe 
ser determinante de la decisión, esto es, una vez cons-
tatada su existencia, la fundamentación jurídica de la 
resolución pierde el sentido y alcance que la justifica. 
Junto a ello es preciso que el error sea imputable exclu-
sivamente al Juzgador, de ahí que, para poder apreciar 
esta infracción constitucional es necesario que quien 
invoca el error no haya contribuido con su conducta 
pasiva o negligente a su comisión y por está razón se 
ha sostenido que carecen de relevancia constitucional 
los errores que también son imputables a la falta de 
diligencia de la parte (SSTC 82/1999, de 10 de mayo, 
FJ 2; 37/2003, de 25 de febrero, FJ 5, entre otras muchas). 
Por último, es necesario que el error produzca efectos 
negativos en la esfera jurídica de quien lo invoca, pues, 
de acuerdo con la doctrina constitucional, para que 
pueda apreciarse la vulneración del derecho que consa-
gra el art. 24.1 CE es preciso que la resolución judicial 
cause al recurrente un perjuicio real y efectivo en sus 
derechos o intereses legítimos.

4. En el presente caso puede afirmarse que el órgano 
judicial, al inadmitir el recurso contencioso-administra-
tivo interpuesto por el ahora recurrente por considerar 
que era extemporáneo, ha incurrido en un error patente, 
pues parte del hecho de que el recurso se interpuso el 9 
de septiembre de 1998, en lugar del 15 de junio de ese 
mismo año, que es cuando el recurrente presentó su 
escrito de interposición. La existencia de este error se 
verifica inmediatamente acudiendo a las actuaciones judi-
ciales, ya que en ellas consta el escrito de interposición 
del recurso contencioso-administrativo y en el mismo 
aparece de forma manuscrita la fecha 15 de junio de 1998 
junto al sello de la Secretaría de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias, por lo que, al poderse comprobar la existencia del 
error de forma clara e incontrovertible a partir de las 
actuaciones judiciales este error, tal y como se ha seña-
lado, debe considerarse patente. Además se trata de un 
error que ha tenido incidencia en la resolución adoptada, 
ya que fue el que determinó que la Sala considerase que 
el recurso se había interpuesto fuera de plazo y acordara 
por ello su inadmisibilidad.

Todo ello nos lleva a sostener que la inadmisión acor-
dada no es una resolución fundada en Derecho pues, una 
vez constatado la existencia del error, la fundamentación 
jurídica de esta resolución pierde el sentido que la justifi-
caba; resolución, por otra parte, que, al impedirle obtener 
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una respuesta de fondo sobre la cuestión planteada en el 
recurso contencioso-administrativo, incide negativamente 
en la esfera jurídica del recurrente.

Por último debe señalarse que el error es imputable 
únicamente al órgano judicial, ya que el recurrente inter-
puso el recurso contencioso-administrativo en tiempo y 
forma, sin que el escrito de interposición de recurso incu-
rra en ningún defecto que hubiera podido inducir a la 
Sala a una errónea apreciación de su fecha de interposi-
ción. De igual modo debe indicarse que, en este supuesto, 
la circunstancia de que el recurrente no pusiera de mani-
fiesto en su escrito de conclusiones la existencia del error 
en el que había incurrido el Abogado del Estado al consi-
derar extemporáneo el recurso y solicitar su inadmisión 
por este motivo no impide apreciar esta infracción cons-
titucional. Al constar en las actuaciones tanto la fecha en 
que fue notificada la resolución recurrida como el día en 
el que se interpuso el recurso contencioso-administra-
tivo, el órgano judicial podía verificar si el recurso se 
había interpuesto en plazo, sin que las alegaciones que 
en tal sentido hubiera podido efectuar el recurrente en el 
trámite de conclusiones le hubieran aportado elementos 
de juicio distintos de los que ya disponía. De ahí que en 
este caso la falta de oposición explícita a la causa de 
inadmisibilidad alegada por el Abogado del Estado no 
pueda considerarse como una falta de diligencia de la 
parte que impida apreciar la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva, dado que el error material aquí 
denunciado era tan manifiesto que el silencio de la parte 
carecía de relevancia para justificar la decisión jurisdic-
cional cuestionada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Marcial Aranaz 
Rodríguez y, en consecuencia:

1.º Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva 
del demandante de amparo (art. 24.1 CE).

2.º Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular la 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 11 de febrero 
de 2000 y el Auto del mismo órgano judicial de 12 de 
mayo de ese mismo año por el que se desestima el inci-
dente de nulidad de actuaciones interpuesto contra la 
referida Sentencia.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior a dictar Sentencia con el fin de que la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Canarias dicte una nueva Sentencia 
acorde con el derecho fundamental que consagra el 
art. 24.1 CE.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de abril de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 8264 Sala Segunda. Sentencia 86/2005, de 18 de 
abril de 2005. Recurso de amparo 3791-2000. 
Promovido por don Tomás Cruz Cantero frente 
a los Autos que declararon ejecutada la Sen-
tencia que había condenado al Ministerio de 
Asuntos Exteriores en contencioso sobre la 
provisión del puesto de Canciller en París.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (ejecución): afirmación de que el fallo 
ha sido ejecutado en debida forma, aunque la 
indemnización cuantificada en Auto firme no 
había sido abonada íntegramente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3791-2000, promovido 
por don Tomás Cruz Cantero, Abogado, que actúa en su 
propio nombre, contra Auto de 27 de abril de 2000, dic-
tado por la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional (notificado el 21 
de junio de 2000) por el que se desestima el recurso de 
súplica interpuesto contra Auto de 25 de enero de 2000. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha comparecido el 
Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Ramón Rodríguez Arribas, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 30 de 
junio de 2000 por don Tomás Cruz Cantero se interpuso 
recurso de amparo contra las resoluciones judiciales a las 
que se hace referencia en el encabezamiento de esta Sen-
tencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El ahora recurrente en amparo interpuso recurso 
contencioso-administrativo contra el acto administrativo 
por el que se resolvía un concurso de méritos convocado 
por el Ministerio de Asuntos Exteriores para la provisión 
de puestos de trabajo.

b) Por Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de la Audiencia Nacional de 18 de marzo 
de 1997 se estimó el recurso y se le reconoció el derecho 
a obtener la plaza de Canciller en el Consulado General de 
España en París o, en su defecto, en el caso de ser impo-
sible la ejecución, a que se le otorgara una indemnización 
cuya cuantía debería, en su caso, determinarse en ejecu-
ción de Sentencia.

c) El Abogado del Estado suscitó un incidente de 
ejecución de Sentencia en el que solicitaba que, al no 
resultar posible en términos jurídicos el cumplimiento del 
fallo por los graves perjuicios que ello ocasionaría al ser-
vicio exterior y a todos los funcionarios afectados por el 
mismo, se ejecutara la Sentencia otorgando al actor una 
indemnización. La Sala accedió a esta petición y por Auto 
de 30 de marzo de 1998 la Audiencia Nacional, al conside-
rar imposible otorgar al recurrente la plaza de Canciller en 


